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Poder Judicial de la Nación

CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL- SALA I

/  22144 2022 PEREZ DIEZ, MORA c/ MINISTERIO DE TRABAJO,
 Juzg. n° 9EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL s/EMPLEO PUBLICO

 

Buenos Aires, 3 de .- junio de 2025 JPR

 

Y VISTOS; CONSIDERANDO:

 

I. Que la parte actora promovió una demanda contra el Ministerio de
Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación por la suma de $ 1.272.326 en
concepto de indemnización de daños y perjuicios por despido, preaviso, salarios
caídos y doble indemnización dispuesta por el decreto de necesidad y urgencia
n° 329/2020.

La parte demandada, al contestar la demanda, opuso las excepciones de
defecto legal, falta de agotamiento de la vía administrativa y  cumplimiento del
plazo de caducidad para interponer la acción judicial.

 

II. Que el juez rechazó, con costas, las excepciones de defecto legal y de
falta de agotamiento de la vía administrativa planteadas por la parte demandada
(pronunciamiento del 19 de agosto de 2024).

Para decidir de ese modo sostuvo los siguientes fundamentos:

(i) “[L]a excepción de defecto legal constituye el medio adecuado para
subsanar la imprecisión, oscuridad u omisión de los enunciados legalmente
exigibles en el escrito de demanda [y] su admisibilidad depende de que los
vicios de que aquél adolezca sean de tal gravedad que se haga difícil conocer lo
que se pretende, creando en la contraria una perplejidad tal que le impida
ejercer con amplitud su derecho de defensa u ofrecer las pruebas conducentes".

(ii) “[L]a demandada contestó en debida forma la demanda interpuesta y
opuso excepciones, a lo que debe agregarse, que del escrito de inicio surgen
claramente lo peticionado por la parte actora y su fundamentación jurídica [por]
tanto no se advierte que [...] se haya encontrado en un estado de incertidumbre
que le haya impedido ejercer acabadamente su derecho de defensa”.

(iii) “[L]a Exma. Cámara de Apelaciones del Fuero en pleno, resolvió en
el caso “Córdoba, Salvador y otros c/ EN – Dirección General de Fabricaciones
Militares s/ empleo público”, de fecha 18 de marzo de 2011, que el ritualismo
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inútil traduce un principio jurídico que subsiste como tal, no obstante haber sido
normativamente suprimido de la Ley de Procedimiento Administrativo.
Máxime, en consideración de que el principio descripto precedente fue
incorporado nuevamente a la Ley N° 19.549, con el dictado de la Ley N°
27.742”.

(iv) “[N]o puede soslayarse el hecho de que la aquí actora persigue el
pago de rubros indemnizatorios y salariales derivados de -a su entender- haber
sido despedida sin causa y que, conforme surge de la prueba documental
agregada al expediente y reconocida por ambas partes, existió un intercambio
epistolar entre la señora Mora Perez Diez y el Ministerio de Trabajo, Empleo y
Seguridad Social, donde finalmente la demandada cerró la citada vía de
comunicación”.

(v) En este contexto, sostener que [...] deberá -previo a recurrir a la vía
judicial- interponer un reclamo para agotar la vía administrativa en sede de la
demandada a los efectos de lograr el reconocimiento de la indemnización
reclamada, constituiría un ritualismo inútil”.

(vi) El reclamo previo "no aparece en el sub-examine como un propósito
adecuado de solución del conflicto, sino más bien un dispendio, tanto
administrativo como jurisdiccional”.

(vii) Las costas “deben ser soportadas por la demandada vencida, atento a
que no se vislumbran argumentos que permitan apartarse del principio general
de la derrota”.

 

III. Que la parte demandada dedujo un recurso de apelación y expresó
agravios que fueron contestados (escritos del 22 de agosto, 2 y 9 de septiembre,
respectivamente).

Expuso las siguientes críticas:

(i) “El reclamo administrativo previo, no es un capricho o un “ritualismo
inútil” de la administración pública, sino que es una exigencia contemplada en
la Ley 19.459, la cual expresa el razonable y coherente objetivo de permitir al
Estado la revisión de la legalidad de sus propios actos y, en su caso, de
rectificarlos”.
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(ii) “[C]onforme lo normado por los artículos 24 y 25 de la Ley de
Procedimientos Administrativos, existen plazos específicos para la

”.impugnación judicial del acto administrativo

(iii) “[L]a propia actora [...] refiere darse por despedida el 12/02/2021 e
 por la norma antesinterpone la demanda fuera de los 90 días fijados

mencionada. Es decir que [...] la demanda fue interpuesta 16 MESES MAS
”.TARDE

(iv) “[E]l acto de la Administración ha devenido firme y consentido, en
virtud de la falta de interposición de reclamo alguno por parte de [la] actor[a]
contra el obrar de la Administración, en tiempo y forma”.

(v) “[R]esulta claro el injustificado apartamiento del magistrado de
primera instancia al plexo normativo aplicable a la cuestión aquí ventilada”.

(vi) “Agravia [...] de las costas [porque entiende que] la imposición [...] 
contó con motivos suficientes para oponer al progreso de la acción incoada la
excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa [y] [l]a Excma.
Cámara del Fuero, ha resuelto -en casos análogos al presente- que, en atención a
la complejidad de la cuestión, la misma podría encuadrar en la previsión
establecida en el segundo párrafo del artículo 68 del Código Procesal Civil de la
Nación”.

 

IV. Que no es ocioso recordar que las sentencias deben ajustarse a las
circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aun cuando fueran
sobrevinientes a la apelación (CSJ Fallos entre otros 304:1716; 306:1160;
318:2438; 320:1653; 335:905; 345:1034; entre otros).

En este entendimiento, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha
establecido desde antiguo que las normas procesales —como son las de esta
causa—, aún en casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato, incluso a las
causas pendientes (doc. CSJ Fallos: 220:30 y 1250; 306:2101; 307:1018;
317:499; 323:1285; 324:1411; 326:2095 y 345:1034; entre otros).

Ello es así, porque "la facultad de cambiar las leyes procesales es un
derecho que pertenece a la soberanía" (Fallos: 163:231, pág. 259), y no existe
derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento pues las
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leyes sobre procedimiento y jurisdicción son de orden público"(Fallos: 193:192;
249:343; 306:2101 y otros; y esta sala, causas "  y "Swinnen" Modo",
pronunciamientos del l y 8 de abril de 2025).

 

V. Que bajo esta mirada es que corresponde interpretar la reciente
modificación introducida a la ley 19.549 por la ley 27.742 —Ley de Bases y
Puntos de Partida para la Libertad de los Argentinos" B.O. 8/7/2024—.

 

VI. Que, en este contexto, debe advertirse que la parte actora reclamó en
la presente causa una indemnización por despido en razón de que —según
alegó— desempeñó tareas para la parte demandada bajo la modalidad de
sucesivos contratos, en los términos del artículo 9 del anexo de la ley 25.164, en 
fraude a la ley, por cuanto esas figuras jurídicas “autorizadas legalmente para
casos excepcionales, [fueron utilizadas] con una evidente desviación de poder
con el objetivo de encubrir una designación permanente bajo la apariencia de un
contrato por tiempo determinado”.

Sostuvo que esa situación fraudulenta, unida a la intempestiva decisión
de la administración de finalizar el vínculo, dan lugar a la responsabilidad del
Estado por su actividad ilegítima y, consecuentemente, cabe su indemnización
en los términos del artículo 14 bis de la Constitución Nacional.

En razón de ello, resulta aplicable el artículo 32 de la ley 19.549 —según
la modificación introducida por el artículo 51 de la ley 27.742— que establece,
en lo que aquí interesa, que "El reclamo administrativo previo a que se refieren
los artículos anteriores no será necesario si mediare una norma expresa que
así lo establezca y cuando:(...) b) Se reclamaren daños y perjuicios contra el
Estado por responsabilidad contractual o extracontractual (...)".

Por tanto, corresponde desestimar los agravios ofrecidos por la parte
demandada relativo a la falta de agotamiento de la vía administrativa, en razón
de que, a partir de la modificación de la ley 19.549, no se exige la presentación
del reclamo administrativo previo previsto en el artículo 30 de la citada ley, en
los casos de daños y perjuicios contra el Estado Nacional.
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VII. Que en razón de ello, resulta insustancial expedirse respecto del
agravio vinculado al alegado vencimiento del plazo de caducidad para
interponer la acción judicial.

 

VIII. Que las críticas concernientes a la imposición de las costas no
pueden ser admitidas ya que no se ofrecieron argumentos idóneos que
justifiquen un apartamiento del principio objetivo de la derrota previsto en el

Comercial de la Nación.artículo 68, primera parte, del Código Procesal Civil y 

Esas razones llevan, también, a imponer las costas de esta instancia a la
parte demandada vencida.

 

En mérito de las razones expuestas, habiendo dictaminado el fiscal
general, el tribunal RESUELVE: desestimar los agravios, con costas.

Regístrese, notifíquese —al fiscal vía correo electrónico— y devuélvase.
 

CLARA M. DO PICO LILIANA M. HEILAND
 

 

RODOLFO EDUARDO FACIO
(por su voto)

 

El juez Rodolfo Eduardo Facio dijo:
 

Que Mora Pérez Diez promovió una demanda contra el Ministerio deI. 
Trabajo, Empleo y Seguridad Social tendiente a obtener el cobro de la suma de
$1.272.326 “en concepto de indemnización dispuesta por el artículo 11 de la ley
25.164, preaviso, salarios nunca abonados, la doble indemnización dispuesta
por el DNU 329/2020 y prorrogada por DNU 761/2020 y cualquier otro
concepto adeudado, con más los intereses […] desde la fecha de la mora en el
cumplimiento […] y hasta el efectivo pago”.
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II. Que la parte demandada, cuando contestó la demanda, formuló
planteos de “defecto legal”, de “falta de agotamiento de la vía administrativa” y
de “caducidad del plazo para entablar la demanda judicial”.

 

III. Que el juez de primera instancia desestimó los planteos de
formulados por el Estado Nacional (Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad
Social), con apoyo en diversos argumentos:

 

i.“La demandada contestó en debida forma la demanda interpuesta y
opuso excepciones, a lo que debe agregarse, que del escrito de inicio surgen
claramente lo peticionado por la parte actora y su fundamentación jurídica”.

ii. “No puede más que concluirse que corresponde rechazar la excepción
de defecto legal interpuesta, en tanto no se advierte que la parte demandada se
haya encontrado en un estado de incertidumbre que le haya impedido ejercer
acabadamente su derecho de defensa”.

iii. “En el caso ‘Córdoba, Salvador y otros c/ EN – Dirección General de
 [la cámara del fuero resolvió] que elFabricaciones Militares s/ empleo público’

ritualismo inútil traduce un principio jurídico que subsiste como tal, no obstante
haber sido normativamente suprimido de la Ley de Procedimiento
Administrativo”.

iv. El principio del “ritualismo inútil” fue “incorporado nuevamente a la
Ley N° 19.549, con el dictado de la Ley N° 27.742”.

v. “No puede soslayarse […] que la aquí actora persigue el pago de
rubros indemnizatorios y salariales derivados de —a su entender— haber sido
despedida sin causa, y que, conforme surge de la prueba documental agregada
al expediente y reconocida por ambas partes, existió un intercambio epistolar
entre […] Mora Pérez Diez y el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad
Social, donde finalmente la demandada cerró la […] vía de comunicación”.

vi. “En este contexto, sostener que la actora deberá —previo a recurrir a
la vía judicial— interponer un reclamo para agotar la vía administrativa en sede
de la demandada a los efectos de lograr el reconocimiento de la indemnización
reclamada, constituiría un ritualismo inútil”.
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vii. “La finalidad del reclamo previo —que es un privilegio para la
Administración a fin de posibilitar que ésta revise sus actos o conductas— no
aparece […] como un propósito adecuado de solución del conflicto, sino más
bien un dispendio, tanto administrativo como jurisdiccional”.

 

Que la parte demandada apeló y expresó los siguientes agravios queIV. 
fueron replicados:

i. “La actora debió haber agotado el reclamo administrativo previo para
provocar la habilitación de la instancia judicial, circunstancia que no se observa
cumplida […] razón por la cual la […] acción es inválida”.

ii. “El reclamo administrativo previo, no es un capricho o un ‘ritualismo
inútil’ de la administración pública, sino que es una exigencia contemplada en
la ley 19.549, la cual expresa el razonable y coherente objetivo de permitir al
estado la revisión de la legalidad de sus propios actos y, en su caso, de
rectificarlos”.

iii. “En el caso en concreto y siguiendo el […] orden cronológico
establecido por la propia actora, la misma refiere darse por despedida el 12 de
febrero de 2021 e interpone la demanda fuera de los 90 días fijados por la
norma”.

iv. “Resulta evidente que la actora consintió el acto administrativo en
virtud de no haber instado la vía recursiva administrativa. Dicha afirmación se
confirma si se advierte su clara omisión de interponer reclamo alguno contra la
administración con el fin de revertir la situación que […] la afectaba, si es que
realmente su derecho subjetivo, se hallaba conculcado con el dictado del
decreto 254/2015”.

v. “La actora omitió recurrir el acto administrativo o en su defecto
plantear el reclamo administrativo previo […] contra el acto de la
administración, para luego proceder a la impugnación judicial del decreto
254/2015 si es que sus derecho subjetivos se hallaban vulnerados, lo cual lleva
a interpretar que el acto de la administración ha devenido firme y consentido, en
virtud de la falta de interposición de reclamo alguno”.

vi. “No le asiste razón a la actora al sostener que […] recurrió a vías de
hecho, y no a un acto administrativo que decidiera que se rescindiría los
contratos suscriptos en el marco del artículo 9 de la ley 25.164”.
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vii. Las costas deben distribuirse en el orden causado pues “contó con
fundados motivos para contrariar la pretensión de la actora oponiendo la
excepción de falta de habilitación y agotamiento de la vía administrativa”.

 

V. Que el fiscal general dictaminó en el sentido de desestimar los
agravios ofrecidos por la parte demandada y confirmar el pronunciamiento
apelado, sobre la base de los siguientes argumentos:

i. La actora “no cuestiona ni impugna acto alguno, sino que pretende el
resarcimiento de concepto que, a su entender, le corresponden como
consecuencia de la finalización de su relación laboral”.

ii. “En estos términos, los recaudos para la habilitación de instancia se
rigen por lo establecido en el artículo 30 y concordantes de la ley 19.549”.

iii. “Si bien el artículo 12 de la ley 25.344 derogó el inciso e) del artículo
32 de la ley 19.549, esta Cámara, en el fallo plenario ‘Córdoba Salvador y otros
c/ EN Dirección General de Fabricaciones Militares s/ empleo público’ fijó
como doctrina legal que ‘el ritualismo inútil traduce un principio jurídico que
subsiste como tal, no obstante haber sido normativamente suprimido por la
reforma’”.

iv. “Tal criterio, reconocido jurisprudencialmente, se encuentra,
nuevamente, también receptado normativamente, en atención a la modificación
del artículo 32 de la ley 19.549 por la ley 27.742”.

v. “Dada la actitud asumida por la demandada al momento de suscribir
[el] contrato y su postura uniforme frente a peticiones de objeto análogo […] el
reenvío a sede administrativa supondría un ritualismo inútil”.

vi. “Dado que las sumas reclamadas tendrían carácter alimentario, en
tanto se originen en una relación de empleo público, debe primar un criterio que
garantice el acceso a la jurisdicción, independientemente de lo que suceda luego
al momento del dictado de la sentencia […] Ello así, en tanto se trata de
analizar simplemente la posibilidad de someter a debate judicial la pretensión
deducida, lo cual debe llevar a optar por la postura que, haciendo aplicación del
principio , resguarde la garantía de la defensa en juicio dein dubio pro actione
los derechos”.

vii. “En el caso […] no existió un reclamo previo mediante el cual la
actora haya requerido el pago de la indemnización que puntualmente solicita en
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este proceso, por lo que tampoco se dictó un acto denegatorio expreso de dicha
pretensión, extremos que bastan para descartar la posibilidad de aplicar [el
plazo de caducidad], en los términos del artículo 31 de la [ley]”.

 

Que hay dos líneas argumentativas que permiten dar una adecuadaVI. 
respuesta al planteo que gira en torno a la “falta de habilitación de la instancia”
que formuló la parte demandada.

 

VII. Que la primera línea argumentativa está sustentada en el texto de la
ley 19.549 que se hallaba vigente al momento de la interposición de la demanda.

 

 Que ese texto de la ley 19.549 preveía: “VIII. El Estado nacional o sus
entidades autárquicas no podrán ser demandados judicialmente sin previo
reclamo administrativo dirigido al Ministerio o Secretaría de la Presidencia o
autoridad superior de la entidad autárquica, salvo cuando se trate de los
supuestos de los artículos 23 y 24.

El reclamo versará sobre los mismos hechos y derechos que se invocarán
en la eventual demanda judicial y será resuelto por las autoridades citadas”.

 

IX. Que es imprescindible poner de relieve cuál es el objeto de la
demanda y cuáles son los argumentos que le dan apoyo.

 

 Que los términos en que la demanda está formulada permiten apreciarX.
que la actora pone en tela de juicio —como fraudulenta— la modalidad de
contratación a la que acudió la parte demandada, desde su comienzo hasta su
finalización, con arreglo a la doctrina establecida por la Corte Suprema de
Justicia de la Nación en el precedente “ ” y solicita el reconocimiento deRamos
diversos ítems indemnizatorios por la frustración a la “legítima expectativa de
permanencia laboral”.

Son claras y elocuentes, en ese sentido, las siguientes expresiones
contenidas en la demanda:

—“La relación jurídica habida entre la actora y la demandada, era de
empleo público desarrollada bajo la modalidad de sucesivos contratos,
reglamentados por el artículo 9 de la ley marco de regulación de empleo público
25.164. Dichos contratos fueron celebrados fraudulentamente en forma
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continua e ininterrumpida desde el 15 de diciembre de 2014 […] hasta que se
produjo el distracto de la relación laboral en febrero de 2021”.

—“La conducta ilegítima de la demandada atraviesa el límite establecido
por la Corte Suprema […] en los precedentes ‘  […] ‘  y ‘Ramos’ Sánchez’

’ […] esto es, utilizar figuras jurídicas autorizadas legalmente paraCerigliano
casos excepcionales, con una evidente desviación de poder con el objetivo de
encubrir una designación permanente bajo la apariencia de un contrato por
tiempo determinado”. 

—“Dicha doctrina reconoce el derecho indemnizatorio de aquellos
agentes que son víctimas de manejo irreflexivo de la figura del empleo
temporario y que, al cabo de una prestación más o menos regular continua,
pierden su fuente de trabajo a raíz de la abrupta decisión de la autoridad de
extinguir el vínculo”.

—“Las características del empleo y el tiempo que se prolongó la relación,
hizo que se generara en la actora una razonable y legítima expectativa de
permanencia laboral merecedora de la protección [del] artículo 14 bis de la
Constitución Nacional contra el despido arbitrario”.

 

XI. Que, con esta comprensión del objeto de la demanda, no se halla
involucrado, pues, ningún acto administrativo que deba ser impugnado con
arreglo a los artículos 23, 24 y 25 de la ley 19.549 y a los artículos 84, 89 y 90
de su decreto reglamentario.

 

XII. Que es determinante recordar que los institutos aniquiladores del
derecho deben ser interpretados restrictivamente y no pueden pasarse por alto el
carácter irrenunciable que reviste el crédito que se propone obtener la actora,
dado que se trata de un crédito alimentario (esta sala, causas “Gurevich

” y “Agustina Inés c/ Estado Nacional – Ministerio de Cultura s/ empleo público
”,Rovtar Claudia Nora c/ Ministerio de Agroindustria s/ empleo público

pronunciamientos del 7 de noviembre de 2019 y del 11 de diciembre de 2020,
respectivamente).

 

XIII. Que, en este contexto fáctico y jurídico, “no puede exigirse el
cumplimiento de un plazo de caducidad cuando el derecho invocado no requiere
para su reconocimiento la declaración de nulidad de acto alguno, sino que tiene
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su origen en la supuesta omisión de la Administración, por la invocada falta de
pago de las indemnizaciones que adeudaría la demandada por despido
arbitrario” (esta sala, causas “ ” y “ ”, citadas).Gurevich Rovtar

 

XIV. Que el Máximo Tribunal ha delineado una distinción expresa entre
esas dos vías, impugnatoria y reclamatoria: la primera persigue la declaración
de ilegitimidad del acto administrativo impugnado, y la segunda tiende a la
reclamación del reconocimiento de un derecho, aun originado en una relación
jurídica preexistente (antes de la sanción de la ley 25.344, en Fallos: 312:1017, 

, 1989, Fallos: 316:2454, , 1993; y con posterioridad a las“Mackentor” “Serra”
modificaciones introducidas por dicha ley, en Fallos: 326:4711, , 2003,“Peña”
Fallos: 329:88, , 2006; esta sala, causas “Sisterna” “Prytoluk Alejandro c/ EN

 y mi voto en disidencia-M§ Trabajo E y SS –dto 2098/08 s/ empleo público” 
en la causa “Cinalli, Ricardo Fabián c/ EN -M Interior y T s/ empleo público”,

, pronunciamientos del 4 de agosto de 2015, del 9 de mayo y 7 decitadas
noviembre de 2019 y del 11 de diciembre de 2020, y “ y ,Gurevich”  “Rovtar”
citadas).

 

 Que acerca del ámbito de la vía reclamatoria —en el que debeXV.
continuar este examen de admisibilidad de la demanda, dado que ya fue
descartada la vía impugnatoria—, la Corte Suprema ha dicho que si bien a partir
de la entrada en vigencia de la ley 25.344 —y la consiguiente sustitución de los
artículos 30, 31 y 32 de la ley 19.549— se consagró como condición
insoslayable para la viabilidad de la acción judicial la interposición de un
reclamo administrativo previo, no corresponde resolver la excepción de falta de
agotamiento de la vía administrativa de forma dogmática, sin hacer mérito de
las actuaciones agregadas a la causa; sobre todo si la solución impediría tener
por habilitada la instancia y redundaría en desmedro de la garantía de defensa
en juicio consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional (Fallos:
310:854, 312:727, 317:1765 y 338:451, entre otros).

 

XVI. Que esta cámara, en pleno, resolvió que aun cuando
normativamente fue suprimido por la reforma que la ley 25.344 (artículo 12)
introdujo al artículo 32, inciso ‘e’, de la ley 19.549, respecto del reclamo
administrativo previo, el “ritualismo inútil” traduce un principio jurídico que
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subsiste como tal (causa “Córdoba Salvador y otros c/ EN – Dirección General
”, pronunciamiento del 18 dede Fabricaciones Militares s/ empleo público

mayo de 2011; esta sala, causas “Santoro Cecilia Andrea c/ EN – JGM – s/
”, pronunciamiento del 18 de junio de 2015, y “ ” y “empleo público Gurevich

”, citadas).Rovtar
 

XVII. Que desde esa perspectiva, cobra una especial relevancia el
siguiente dato: el Estado Nacional, cuando contestó la demanda, no formuló
únicamente las “negativas” que prevé el Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación sino que expresamente desarrolló diversos argumentos que —según
su mirada— llevarían a rechazar la demanda en el plano sustancial.

 

XVIII. Que si se tiene en cuenta que el Estado Nacional se opuso a la
pretensión sustancial de un modo que evidencia la ineficacia de retrotraer la
cuestión al trámite administrativo, la exigencia del agotamiento de la vía
administrativa comportaría un ritualismo inútil (Fallos: 332:1629; esta sala,
causas “Catering Argentina SA c/ EN-JGMresol 182/08-DECIP 371/07 s/

”, “ ”, citada, “proceso de conocimiento Santoro Incidente Nº 1 -ACTOR:
”, “Federación De Psicólogos de la República Argentina y otro s/ inc apelación

Logicalis Argentina SA c/ EN-M Economía -SCI -AFIP y otro s/ proceso de
”, “conocimiento Pozzo Francisco Jose c/ EN-IAF s/personal militar y civil de

”, “las FFAA y de Seg Hassan, Claudia Marcela c/ Consejo Nacional de
”, “Investigaciones Cientificas y Técnicas s/empleo público Agnolin, Gustavo

”, “Cesar c/ EN –M Hacienda y FP -INDEC s/empleo público Icap SA c/
” y “Operadora Ferroviaria SE s/ proceso de conocimiento Buntech del Lago

SA c/ EN Subsecretaría de Desarrollo Minero y otro s/ proceso de conocimiento
”, pronunciamientos del 14 de agosto de 2014, del 18 de junio de 2015, del 11
de agosto de 2015, del 18 de septiembre de 2015, del 27 de octubre de 2016, del
9 de febrero de 2017, del 23 de mayo de 2017 y del 7 de marzo y 15 de agosto
de 2024).

 

XIX. Que la segunda línea argumentativa tiene sustento en el texto actual
de la ley 19.549, a partir de las modificaciones introducidas por la ley 27.742.
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XX. Que la ley 27.742 —publicada en el Boletín Oficial de la República
Argentina el 8 de julio de 2024— representa la primera revisión integral (o
reformulación), de la ley de procedimiento administrativo realizada por un
gobierno democrático después de cincuenta años de su creación normativa (mi
disidencia en la causa “PFP Joker Club de Cultivo Solidario Medicinal en Red
Simple Asociación c/ EN -M Salud de la Nación- Registro del Programa

 y mi voto concurrente en las causas “Cannabis -ley 27350 s/ amparo por mora”
Swinnen José Ezequiel Gómez Eduardo Enrique Vanbeckevoort Josef Michael
SH y otro c/ EN Mº Interior OP y V s/ proceso de conocimiento” y “Modo SA c/

”,CNRT s/ Servicio Público de Autotransporte – ley 21488 – art 8
pronunciamientos del 31 de octubre de 2024 y del 1 y 8 de abril de 2025).

 

XXI. Que, en esa revisión integral, la ley 27.742 modificó diversos
aspectos procesales y sustanciales de la ley de procedimientos administrativos
(mi disidencia en la causa “ ” y mis votos concurrentes en las causas “PFP Joker

” y “ ”, citadas).Swinnen Modo
 

XXII. Que el Máximo Tribunal ha explicado que la facultad de “cambiar
las leyes procesales es un derecho que pertenece a la soberanía” (Fallos:
161:231 y 330:3565) y que “las leyes sobre procedimiento son de aplicación
inmediata, incluso a las causas pendientes” (Fallos: 327:2703).

 

 Que, concretamente, en cuanto aquí interesa, la ley incorporó (oXXIII.
reincorporó), en el artículo 32, inciso ‘e’, una excepción a la obligatoriedad de
transitar por la instancia administrativa, a través de un reclamo previo, cuando
“mediare una clara conducta del Estado que haga presumir la ineficacia cierta
del procedimiento, transformando el reclamo previo en un ritualismo inútil”.

 

XXIV. Que, con esa mirada, la aplicación al caso de la excepción a la
exigencia del agotamiento de la vía administrativa relativa al “ritualismo inútil”,
según los argumentos desarrollados (punto XVIII), se ve reforzada, aún más,
por la incorporación (o reincorporación) de esa excepción a la ley de
procedimientos administrativos, de acuerdo con el texto de la ley 27.742
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XXV. Que, por otro lado, sin calificar la relación jurídica que existió
entre la actora y la administración, no puede soslayarse que la ley 27.742
modificó el artículo 32 de la ley 19.549 que prevé: “El reclamo administrativo
previo a que se refieren los artículos anteriores no será necesario si mediare una
norma expresa que así lo establezca y cuando […] b) Se reclamaren daños y
perjuicios contra el Estado por responsabilidad contractual o extracontractual o
se intentare una acción de desalojo contra él o una acción que no tramite por vía
ordinaria”.

 

XXVI. Que a los argumentos exteriorizados puede añadirse, todavía, la
plena vigencia de dos principios cardinales:

 

1. In dubio pro actione, rector en materia de habilitación de la instancia
(Fallos: 312:1017 y 1306; 313:83; 327:4681; 331:1660; entre otros; en ese
mismo sentido: esta sala, causa "Nicora, Juan Carlos c/UBA s/ educación
superior -ley 24.521 -art. 32", pronunciamiento del 7 de agosto de 2018, y “
Gurevich”, “Rovtar” y “Buntech del Lago”, citadas).

 

2. La tutela judicial efectiva que tiene fundamento constitucional y
convencional (causas “Gurevich”, “Rovtar” y “Buntech del Lago”, citadas).

 

XXVII. Que, en suma, debe desestimarse los agravios ofrecidos por la
parte demandada y confirmarse el pronunciamiento apelado.

 

XXVIII. Que las críticas concernientes a la imposición de las costas no
pueden ser admitidas ya que no se configura ningún motivo que justifique un
apartamiento del principio objetivo de la derrota previsto en el artículo 68,
primera parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Esas razones llevan, también, a imponer las costas de esta instancia a la
parte demandada vencida.
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